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Principios clave para el uso de la fuerza en escenarios 
urbanos en Colombia

Key principles for the use of force in urban scenarios in Colombia

Resumen. Este artículo analiza los parámetros y principios para el uso de la fuerza legítima del 
Estado en escenarios urbanos en Colombia, ante la amenaza híbrida actual. Con base en una inves-
tigación cualitativa con enfoque empírico, primero se ilustra la naturaleza de la amenaza híbrida en 
Colombia. Luego se examina el fundamento doctrinal para emplear la fuerza de los cuerpos de segu-
ridad en el conflicto colombiano. Posteriormente se analizan los principios del derecho internacional 
humanitario para conducir hostilidades en escenarios urbanos, con observancia a los ecosistemas 
criminales. Finalmente se desarrollan los principios de necesidad y proporcionalidad, entre otros, 
en otras situaciones de violencia. Se concluye que hay principios clave, pero aún no suficientes, para 
orientar el uso de la fuerza en escenarios urbanos de Colombia.        
PalabRas clave: conflicto armado; derecho humanitario; defensa; derecho operacional; guerra 
urbana 

abstRact. This article analyzes the parameters and principles for using legitimate state force in ur-
ban scenarios in Colombia in the face of the current hybrid threat. First, qualitative research with 
an empirical approach is used to illustrate the nature of Colombia’s hybrid threat and examine the 
doctrinal basis for the use of force by security forces in the Colombian conflict, then analyze the 
principles of international humanitarian law for hostilities in urban scenarios, observing criminal 
ecosystems. Finally, the principles of necessity and proportionality, among others, in other violent 
situations are developed, concluding that key principles exist; however, they are insufficient to 
guide the use of force in urban scenarios in Colombia. 
KeywoRds: armed conflict; defense; humanitarian law; operational law; urban warfare
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Introducción 
La guerra urbana no es un fenómeno nuevo. En efecto, a lo largo de los siglos, los con-
flictos urbanos han tendido a ser más la regla que la excepción. Debe recordarse que las 
guerras del pasado se centraron en asedios y la defensa de los centros urbanos, mientras 
que las grandes batallas en los siglos recientes han sido excepcionales. Así lo explica Álvarez 
(2017, pp. 24-25) con el ejemplo de la antigua ciudad de Hamoukar. Ubicada en el actual 
norte de Siria, los arqueólogos han descubierto allí evidencias de combate urbano hace 
5500 años.

En este sentido, hay pocas razones para creer que los conflictos futuros no involu-
crarán también algún tipo de guerra urbana. Al respecto, actualmente sigue existiendo 
un reto para implementar el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad de los 
Estados, especialmente en Colombia, donde hay escenarios hostiles urbanos. Por ese mo-
tivo, la estrategia y política de defensa en Colombia debe replantearse, ya que la apertura 
de las fronteras geográficas está ocasionando que lugares geoestratégicos sean captados 
por ecosistemas criminales urbanos, los cuales aprovechan la infraestructura del Estado. 
En consecuencia, el tradicional combate terrestre y la conducción de hostilidades y otras 
misiones militares, ya sea en tiempos de guerra, de transición, estabilización o paz, repre-
senta un reto de seguridad en cuanto al uso de la fuerza para los líderes políticos y mandos 
responsables de la fuerza pública, dado que el control territorial ha trascendido el entorno 
de la guerra regular. 

En cuanto a los actores del conflicto en el contexto de Colombia, se encuentran 
tres grandes tipos: los grupos armados organizados, los grupos delictivos organizados y la 
delincuencia organizada transnacional y terrorista. 

• Los grupos armados organizados (GAO) son aquellos que, bajo la dirección 
de un mando responsable, ejercen sobre una parte del territorio un control tal 
que les permite realizar operaciones militares sostenidas y concertadas. Además, 
cumplen con los criterios objetivos para ser denominados GAO según el 
Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra: 1) uso de violencia arma-
da contra la fuerza pública u otras instituciones del Estado, la población civil, 
bienes civiles o contra otros grupos armados; 2) capacidad de generar un cierto 
nivel de violencia armada; 3) una organización y un mando que ejerce liderazgo 
o dirección sobre sus miembros, lo que les permite usar la violencia contra los 
objetivos mencionados en el territorio nacional (Comité Internacional de la 
Cruz Roja [CICR], 1977b, artículo 1).

• Los grupos delictivos organizados (GDO) son grupos estructurados de tres o 
más personas que existen durante cierto tiempo y actúan concertadamente con 
el propósito de cometer uno o más delitos, con miras a obtener directa o indi-
rectamente un beneficio económico u otro beneficio de orden material de los 
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tipificados en el Código Penal Colombiano (Ministerio de Defensa Nacional 
[Mindefensa], 2016a).

• Finalmente, la delincuencia organizada transnacional y terrorista (DOT) se re-
fiere a grupos estructurados de tres o más personas que existen durante cierto 
tiempo y que actúan concertadamente con el propósito de cometer uno o más 
delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la Convención de Palermo, 
con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material. Tiene el carácter de transnacional si a) se comete 
en más de un Estado; b) se comete dentro de un solo Estado, pero una parte 
sustancial de su preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro 
Estado; c) se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de 
un grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; o d) se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro 
(Ley 800, 2003).

Estos actores conforman ecosistemas criminales que poseen dos cualidades únicas 
que crean dificultades en las operaciones de los servicios de seguridad: primero, se ubican 
en zonas densamente pobladas; y segundo, las ciudades hoy tienen múltiples conurba-
ciones con espacios tridimensionales desordenados, que representan importantes desafíos 
logísticos y de navegación para la persecución (Álvarez & Rodríguez, 2018, p. 21).

En este sentido, el uso de la fuerza, conforme al derecho humanitario bélico, es un 
recurso de necesidad militar clave, por lo cual las discusiones actuales deben trascender 
los debates tradicionales sobre conflictos armados no internacionales transfronterizos, con 
desbordamiento y transnacionales. Es decir, se hace necesaria la comprensión extensiva 
que permita explorar nuevas dimensiones, fundamentalmente para garantizar la conduc-
ción de las hostilidades por parte de quienes participan directamente con arreglo a las 
normas del Derecho Internacional Humanitario (DIH). Esto es notoriamente importante 
en escenarios urbanos del conflicto armado interno y otras situaciones de violencia en es-
tos contextos, dado que allí existen múltiples amenazas y riesgos de naturaleza divergente. 

Naturaleza de la amenaza híbrida en Colombia
Como se ha dicho, gran parte de los enfrentamientos bélicos contemporáneos se de-
sarrollan en escenarios hostiles urbanos, ya que allí convergen el crimen organizado 
transnacional, la insurgencia, el terrorismo, guerra no convencional, guerra irregular, 
guerra asimétrica, guerra de criminales, guerra limitada, guerra no trinitaria, guerra 
de tres bloques, guerra de cuarta generación, guerra en red, eco-yihad, guerra de infor-
mación, guerra financiera, guerra de los recursos, guerra jurídica, guerra cibernética y 
guerra caótica. Esta convergencia hace razonable aceptar la complejidad y la vigencia de 
la violencia urbana.
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En este sentido, la tradicional estrategia y política de seguridad y defensa, que se 
planteaba en términos de lo interno y lo externo, hoy se está reconfigurando de forma 
constante para poder enfrentar las estructuras en redes en el marco de los conflictos ar-
mados no internacionales (CANI) y otras situaciones de violencia. La fuerza pública, en 
especial Policía y Ejército, enfrentan hoy más que nunca la complejidad de estas amenazas 
en ambientes multidimensionales, por lo cual no se circunscriben a un evento meramente 
externo o interno.

En consecuencia, esto nos pone frente a una amenaza híbrida, como la denomina 
Frank Hoffman (2009), pues los actores del conflicto tienen una adaptativa mezcla de 
armas convencionales, tácticas irregulares, terrorismo y comportamiento criminal en el es-
pacio de batalla, donde el fin primordial ya no reside en alcanzar unos objetivos políticos. 
Por esto último, el parámetro interno o externo ya no resulta determinante para los entes 
criminales, pero sí afecta la caracterización y acción por parte de los servicios de seguridad 
del Estado en el momento de elegir los métodos y reglas de combate. Incluso, para ir más 
allá, hoy todos los cuerpos de seguridad, tanto policivos como militares, aplican el con-
cepto de “operaciones de guerra urbana”. 

Según lo expuesto, vale la pena analizar el caso del Estado colombiano, pues, con-
forme a la Constitución colombiana, la Policía Nacional está formalmente subordinada 
al Ministerio de Defensa y, conjuntamente con las Fuerzas Militares, constituye la fuerza 
pública del país. Esta estructura institucional, por sí misma, no contraviene ningún están-
dar internacional; incluso ambos desarrollan operaciones de seguridad interior en ámbitos 
urbanos, sin mayores conflictos de interés. 

Aquí se pueden destacar los batallones de operaciones terrestres y los batallo-
nes de fuerzas especiales urbanas del Ejercito Nacional, además del Grupo Especial de 
Operaciones de la Policía Nacional, e incluso los grupos Gaula militares y policiales crea-
dos exclusivamente para evitar y actuar en contra del secuestro y la extorsión. Todas estas 
organizaciones desarrollan acciones en el contexto de la guerra urbana, semiurbana y ru-
ral, sin necesidad de hablar de eventos internos o externos, a raíz del fenómeno polemo-
lógico de la divergente naturaleza de los actores en la actualidad (GAO, GDO y DOT). 
Ante este fenómeno, los cuerpos de seguridad deben desarrollar acciones coordinadas en 
escenarios hostiles urbanos. 

Por ello, esta situación presenta dos grandes retos y desafíos. El primero es el uso de 
armas explosivas en zona pobladas, lo cual, conforme al CICR (2015) y los principios del 
DIH, impone límites en el uso de la fuerza, particularmente bajo el principio de propor-
cionalidad y precaución en el ataque. Esta situación está regulada para los CANI y otras 
situaciones de violencia, con la finalidad de proteger a la población.

El segundo desafío reside en las garantías jurídicas operacionales para los miembros 
de la fuerza púbica. Los nuevos manuales y ediciones del DIH no traen consigo ni aluden 
a estándares para usar la fuerza en contextos urbanos, lo que evidencia una limitación para 
garantizar la soberanía y proteger de amenazas los intereses nacionales desde la política de 
seguridad y defensa nacional. 
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Estas afirmaciones no tienen explicación epistemológica desde las actuales discipli-
nas sociales y los desarrollos académicos, pues parten de una observación empírica de 
este fenómeno político y social en el contexto regional. En particular, este artículo abor-
da el caso de Colombia. En este caso, las acciones militares se desarrollan en un am-
biente complejo y multidimensional, regulado actualmente por el Derecho Operacional 
(Mindefensa, 2015), la Directiva Permanente 015 de Mindefensa (2016a) y la Sentencia 
C-674 de 2017 de la Corte Constitucional. Bajo estos estándares, en el actual CANI se 
regula el uso de la fuerza contra GAO, GDO y GOT siguiendo los principios del DIH. 
Frente a otras situaciones de violencia, las acciones militares se limitan por los estándares 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) para el empleo de la fuerza bajo la 
lógica del respeto a los derechos humanos, regulados por los Principios básicos sobre el 
empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley (ONU, 1990) y el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley (ONU, 1979).

En consecuencia, como se ha dicho, el uso de la fuerza en las operaciones militares 
es un reto de seguridad para los mandos responsables, por cuanto no existen garantías 
jurídico-operacionales para el uso de la fuerza letal más allá del CANI y de los principios 
del DIH.

A su vez, se evidencia la prevalencia del etnocentrismo norteamericano desde el 
paradigma del realismo político, que sigue enfocado hoy en la teoría de las relaciones 
internacionales y los estudios en seguridad, pues estos argumentos se encuentran en al-
gunas clasificaciones de conflictos utilizadas por el Departamento de Defensa de Estados 
Unidos1. Este artículo también toma como referencia una investigación previa sobre el 
uso de la fuerza en el contexto colombiano (Cubides et al., 2019).

Normativa aplicable a la participación directa en hostilidades                                     
en escenarios urbanos 
La normativa aplicable a la participación directa en las hostilidades es el artículo 3 co-
mún y el Protocolo II adicional de los Convenios de Ginebra (CICR, 1949a; 1977b); 
no obstante, esta figura no está definida en ninguna otra disposición de los Convenios 
de Ginebra de 1949 ni en tratados anteriores, salvo el artículo 15 del Convenio IV, que 
plantea la posibilidad de establecer zonas neutrales para alojar, entre otras, a las personas 
civiles que no participen en las hostilidades y que no realicen trabajo alguno de índole 
militar durante su estancia en esas zonas (CICR, 1949b). Sin embargo, la distinción entre 
las personas que participan directamente en las hostilidades y las personas que han dejado 
de hacerlo es un elemento fundamental del derecho humanitario, pues de allí se derivan 

1 Por ejemplo: 1) conflictos de Alta Intensidad o guerras convencionales; 2) conflictos de Media Intensidad o 
guerra de guerrillas; y 3) conflictos de Baja Intensidad. Esta categoría se usa en centros de pensamiento como 
el Heidelberg Institute for International Conflict Research en su barómetro de conflictos anual (2019).
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las obligaciones mínimas a las que deben sujetarse las partes de un CANI. Este principio 
de distinción se desarrolla en dicho artículo 3 común, tanto la prohibición de ejecutar 
determinados actos que atenten contra la vida, integridad corporal, libertad y dignidad 
personal de los no combatientes (numeral 1, literales a, b, c y d) como la obligación de 
asistir a los heridos en combate (numeral 2) (CICR, 1949a). 

El propósito de la referencia a la participación directa en las hostilidades que figura 
en los protocolos adicionales es determinar cuándo un civil se convierte en un objetivo 
lícito conforme al derecho humanitario durante la conducción de las hostilidades. El al-
cance y la aplicación de la noción de participación directa en las hostilidades es objeto de 
debate en el marco de las normas para la conducción de hostilidades (Melzer, 2010).

Artículo 3 común a los Convenios de Ginebra en clave del derecho a la vida 
El artículo 3 común a los Convenios de Ginebra ha cristalizado el derecho internacional 
consuetudinario, en cuanto dispone que “las personas que no participen directamente 
en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto 
las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o 
por cualquier otra causa […]” han de ser protegidas (CICR, 1949a). Esto también tiene 
un complemento en el artículo 4.1 del Protocolo Adicional II (CICR, 1977b), puesto 
que este estipula una regla similar para proteger a las personas en los conflictos armados 
modernos.

Por lo anterior, estas normas son las más importantes en el DIH, dado que estable-
cen prohibiciones frente a las personas que no participan directamente en las hostilidades. 
Quizás es lo más sustancial, puesto que permite evidenciar el núcleo más duro de con-
vergencia entre el DIH y los derechos humanos. Ambos cuerpos normativos constituyen 
unos derechos humanos mínimos, si los vemos en positivo. A continuación se citan las 
únicas cuatro cosas que prohíbe el DIH, que son aplicables específicamente al CANI y 
otras situaciones de violencia:

a)  los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio 
en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios;

b)  la toma de rehenes;
c)  los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y 

degradantes;
d)  las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítima-

mente constituido, con garantías judiciales reconocidas como indispensables por 
los pueblos civilizados. (CICR, 1949a)

En otras palabras, este es el núcleo más básico de interacción entre los cuerpos nor-
mativos del DIH y los derechos humanos, ya que busca garantizar y proteger a la persona 
humana en función del derecho a la vida. En consecuencia, estos derechos fundamentales 
se deben respetar en todas las circunstancias por los Estados; incluso en casos de conflicto 
o de disturbios. 
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No obstante, se precisa advertir que el artículo 3 común no aborda la conducción de 
las hostilidades. Las protecciones sustanciales que confiere en sí mismas son la prohibición 
de la tortura y la toma de rehenes, pues estas implican cierto grado de control sobre las 
personas que están en poder de una parte en el conflicto. Esto incluye a los civiles que 
viven en zonas controladas por un actor del conflicto, pero no se refiere a las acciones de 
las partes regidas por las normas sobre la conducción de hostilidades. 

Por otro lado, la única protección que ha dado lugar a dudas es la prohibición del 
homicidio. En algunos casos, se ha hallado que se aplica a los ataques ilícitos en la conduc-
ción de hostilidades. Por tanto, si este fuera el caso, la prohibición del homicidio debería 
interpretarse a la luz de las normas específicas sobre la conducción de hostilidades, en 
particular las normas sobre distinción, proporcionalidad y precauciones. De esta forma, 
el acto de dar muerte a una persona, siempre y cuando se ajuste a las normas sobre con-
ducción de hostilidades, no constituiría homicidio en virtud del artículo 3 común (Corte 
Penal Internacional, 2014).

Fundamento doctrinal para el empleo de la fuerza de los cuerpos 
de seguridad en el CANI colombiano
Las Fuerzas Militares, en su accionar operacional, tienen una capacidad moderna y pro-
fesional afianzada en la doctrina y los procesos. Esto ha perfeccionado su capacidad de 
neutralizar y debilitar sistemáticamente las amenazas regionales y nacionales que afectan 
la seguridad del Estado. De esta manera, ha forzado a los actores del conflicto y criminales 
a negociar bajo el imperio de la ley. 

Esta capacidad militar del cuerpo de seguridad del Estado, especialmente del Ejército 
Nacional de Colombia, tiene su fundamento en la doctrina actual, que emplea el concep-
to de uso de la fuerza bajo el precepto del derecho operacional terrestre establecido en el 
Manual Fundamental del Ejército 6-27 (Mindefensa, 2016b): “[el derecho operacional 
terrestre] se interrelaciona con todos los Manuales Fundamentales del Ejército (MFE), ya 
que determina el marco jurídico en el cual se desarrollan las operaciones militares como 
funciones propias del Ejército Nacional” (p. 7).

Además, permite integrar nuevos conceptos políticos y militares a la sinergia ope-
racional, como la llamada acción unificada entre los poderes públicos. Esto se funda-
menta en las relaciones cívico-militares, donde el Ejército busca el apoyo de la defensa 
a la autoridad civil (Manual Fundamental del Ejército 3-28) y la estabilidad (Manual 
Fundamental del Ejército 3-07) (Mindefensa, 2017a; 2017b). Lo que se busca final-
mente es crear las condiciones para que la población pueda reconstruir el tejido social 
y así avanzar en el control institucional del territorio, bajo la protección del DIH y los 
derechos humanos.
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La debida diligencia: estrategia para evitar                                                                  
uso desproporcionado de la fuerza 
Como se ha mostrado, el artículo 3 común tiene especial relación con el derecho a la vida, 
por lo cual el Estado debe brindar un trato humano a las personas que no participen direc-
tamente en las hostilidades o que queden fuera de combate por cualquier razón, dado que 
se prohíben en cualquier tiempo y lugar los atentados a la vida y la integridad personal, 
especialmente a la luz de los principios del DIH.

En este sentido, el principio de distinción, de acuerdo con lo establecido por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), es una norma consuetudinaria para 
conflictos armados que establece lo siguiente: “Las partes en conflicto deberán distinguir 
en todo momento entre personas civiles y combatientes”; “Los ataques solo podrán di-
rigirse contra combatientes”, y “Los civiles no deben ser atacados” (Corte IDH, 2012, 
párr. 212). Del mismo modo, el párrafo 2 del artículo 13 del Protocolo II prohíbe que 
tanto las personas civiles como la población civil sean objeto de ataques (CICR, 1977b). 

Por su parte, el principio de precaución es otra norma consuetudinaria para conflic-
tos armados que determina lo siguiente: “Las operaciones se realizarán con un cuidado 
constante de preservar a la población civil, a las personas civiles y los bienes de carácter 
civil”, y se “tomarán todas las precauciones factibles para evitar o reducir en todo caso a 
un mínimo, el número de muertos y heridos entre la población civil, así como los da-
ños a bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente” (Corte IDH, 2013, 
párr. 216).

Del mismo modo, la norma 17 de DIH consuetudinario del libro de Henckaerts y 
Doswald-Beck (2007) dispone lo siguiente: 

Las partes en conflicto deberán tomar todas las precauciones factibles en la elección 
de los medios y métodos de guerra para evitar, o reducir en todo caso a un mínimo, 
el número de muertos y de heridos entre la población civil, así como los daños a los 
bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente. (p. 65)

A su vez, la norma 18 señala:

[…] las partes en conflicto deberán hacer todo lo que sea factible para evaluar si el ata-
que causará incidentalmente muertos o heridos entre la población civil, daños a bienes 
de carácter civil o ambas cosas, que sean excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa prevista. (Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 67)

En concordancia con lo anterior, el DIH y el uso de la fuerza en el marco del CANI 
de Colombia requieren buscar un equilibrio constante entre los principios de la necesidad 
militar y de la humanidad, que son el fundamento del principio de distinción, dado que 
permite llevar a cabo operaciones militares bajo el criterio de que representen una ventaja 
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militar definida, siempre y cuando no afecten la humanidad de quienes no participan 
directamente en las hostilidades. 

En ese sentido, de acuerdo con el artículo 3.1 común: “las personas que no par-
ticipen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas 
que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, 
herida, detención o por cualquier otra causa […]” han de ser protegidas (CICR, 1949a). 
El artículo 4.1 del Protocolo II complementa la disposición anterior. Por este motivo está 
prohibido causar sufrimientos, heridas o destrucción que no sean necesarios para el logro 
de fines militares legítimos.

El homicidio intencional: infracción al DIH, recurso militar                                    
de uso de la fuerza 
El crimen de homicidio intencional constituye una infracción a los Convenios de Ginebra, 
como lo estipulan los artículos 50 del Convenio I, 51 del Convenio II, 130 del Convenio 
III y 147 del Convenio IV. En virtud del artículo 21 del Estatuto de Roma, el derecho 
aplicable por parte de esta Corte comprende normas del derecho internacional y tratados 
aplicables. Por esa razón, cabe remitirse a lo que la Corte IDH ha determinado en su sen-
tencia sobre el caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río 
Cacarica: la vida es “el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos” (Corte 
IDH, 2013, párr. 217). Por ello se afirma que las conductas de homicidio intencional y 
asesinato revisten mayor gravedad, pues carece de sentido abordar los demás derechos 
desprovistos de la vida.

Es preciso, entonces, resaltar que los actos de homicidio intencional y asesinato co-
metidos con suma gravedad pueden ser considerados crímenes de lesa humanidad, ya que 
estos crímenes privan a la víctima de gozar de la vida y afectan a los familiares, no solo 
por privarlos de la víctima, sino también por el impacto que genera presenciar la muerte, 
que no se puede subestimar. Las secuelas psicológicas afectan de manera grave a las fami-
liares de víctimas de estos crímenes, lo que se suma a la ausencia que deben soportar y la 
impotencia de no poder resistir el daño final por temor a represalias (Corte IDH, 2013, 
párr. 217). Ello permite observar que esta vulneración es de suma gravedad. Por las razo-
nes expuestas, se deben ubicar estos graves crímenes en una primera categoría, con base en 
el carácter fundamental del derecho a la vida, considerada como una condición necesaria 
para gozar de los demás derechos (Corte IDH, 2013, párr. 217).

En consecuencia, el homicidio intencional como infracción al DIH, en el marco de 
los Convenios de Ginebra y como recurso militar de uso de la fuerza para los cuerpos de 
seguridad, no puede estar amparado bajo ninguna circunstancia. Un ejemplo de ello se 
encuentra cuando los actores armados utilizan personas como escudos humanos, esto es, 
cuando recurren a la “presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner 
ciertos puntos, zonas o fuerzas militares a cubierto de operaciones militares” (Henckaerts 
& Doswald-Beck, 2007, p. 384). Esta obligación se extiende a los CANI, dado que la 
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“población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros 
procedentes de operaciones militares” (Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 385).

Además, de acuerdo con Werle (2005, p. 561), el Tribunal Penal Internacional para 
la ex-Yugoslavia (TPIY) calificó acertadamente como igualmente punible, conforme al 
derecho internacional consuetudinario, el uso de escudos humanos en los CANI, específi-
camente en la norma 97, por la cual “queda prohibida la utilización de escudos humanos” 
(Werle, 2005, p. 561; Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 384).

Así, dado que el homicidio intencional no está amparado en ningún caso para el 
uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad, no es posible bajo ninguna cir-
cunstancia, sin importar las condiciones existentes de tiempo, modo y lugar, eludir las 
obligaciones que impone el DIH, particularmente los principios de proporcionalidad y 
precaución en el ataque. Así, “aun si la parte defensora recurriera ilícitamente al uso de es-
cudos humanos, la parte atacante no podrá eludir las obligaciones que le impone el DIH” 
bajo el principio de no reciprocidad (Melzer, 2019, pp. 94-95).

Principios del DIH para conducir hostilidades en escenarios 
urbanos, con especial observancia a los ecosistemas criminales 
A la luz del principio de distinción, se debe evitar o por lo menos reducir al máximo los 
daños a la población civil y los bienes protegidos. Este criterio se aplica tanto a la parte 
atacante en el conflicto, que debe hacer todo lo posible para evitar ataques por error o 
daños incidentales como resultado de sus propias operaciones (precauciones en el ataque), 
como a la parte que es atacada, que debe adoptar las medidas necesarias para proteger a 
la población civil bajo su control contra los efectos de los ataques enemigos (precauciones 
contra los efectos de los ataques) (Melzer, 2019, p. 111). 

Esto implica, por ejemplo, que la parte atacante debe tomar precauciones en la 
elección de métodos y medios de guerra para evitar en lo posible daños incidentales a 
la población y bienes civiles (Melzer, 2019, p. 113). También implica que las partes en 
conflicto tienen el deber de evitar situar objetivos militares en el interior o cerca de zonas 
densamente pobladas, así como de alejar a los civiles y a los bienes civiles de los objetivos 
militares (Melzer, 2019, p. 114). 

Por su parte, el principio de proporcionalidad prohíbe los ataques cuando se pueda 
prever que causarán incidentalmente daños a bienes de carácter civil que sean excesivos 
respecto de la ventaja militar definida (Melzer, 2019, p. 112). De ser así, quienes preparen 
o decidan el ataque deben abstenerse de iniciarlo (Melzer, 2019, p. 113). Al respecto, de 
forma frecuente se usan medios de combate como armas largas, lanzagranadas y artefactos 
explosivos improvisados que son poco precisos, lo cual hace que la probabilidad de causar 
daño a la población y a bienes civiles sea notoriamente alta. 
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Ataques a la población civil: un medio de combate de terror                                       
de los ecosistemas criminales en Colombia 
De acuerdo con la norma 2 del DIH consuetudinario: “quedan prohibidos los actos o 
las amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil” 
(Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 9). Además, el numeral 2 del artículo 13 del 
Protocolo II prescribe que “no serán objeto de ataque la población civil como tal, ni 
las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad 
principal sea aterrorizar a la población civil” (CICR, 1977b). En el mismo sentido se pro-
nuncia el artículo 4.2 de este protocolo.

Gerhard Werle (2005), por su parte, considera el terrorismo como un método de 
combate prohibido, cuyo uso constituye una infracción a los Convenios de Ginebra. No 
obstante, no existe una disposición que se corresponda con lo anterior en el artículo 8.2 
del Estatuto de Roma, que establece los Convenios de Ginebra en los CANI, por lo que 
no pueden ser objeto de acusación por esta razón. Así, la mayoría de la Triol Chamber del 
TPIY en el caso Galio consideró que existe responsabilidad penal individual por terror 
contra la población civil cuando tengan como consecuencia su muerte o atenten contra 
su integridad física o su salud (Werle, 2005, p. 529).

Dicho crimen se constituye por los siguientes elementos: 1) actos de violencia di-
rigidos contra la población civil o civiles; 2) el delincuente hizo intencionalmente que la 
población civil o los civiles individuales que no participan directamente en las hostilidades 
sean objeto de esos actos de violencia; 3) el delito se cometió con el objetivo principal de 
difundir el terror entre la población civil (Werle, 2005, p. 530).

Por otro lado, el DIH reconoce “los derechos a la vida, a la integridad física, la liber-
tad y seguridad personales” como objeto de protección, por lo cual prohíbe los atentados 
contra dichos derechos de los civiles conforme al artículo 3 común. El acto terrorista tras-
ciende la víctima, y genera en los demás ciudadanos la idea de ser eventuales víctimas. Esta 
situación de temor, alarma e inseguridad lesiona los derechos individuales de las víctimas y 
a su vez genera inseguridad colectiva, lo que impide o complica el ejercicio de los derechos 
(Pérez & Acevedo, 2010, p. 45).

En definitiva, quien participe directamente en las hostilidades puede convertirse 
en terrorista si su accionar violento está sistemáticamente orientado a generar terror en 
la población civil (Valencia, 2013, p. 406). De acuerdo con esta definición, los actores 
del CANI (GAO, GDO y GOT) desarrollan acciones para causar terror como medio de 
combate prohibido, mediante el reclutamiento de menores, los desplazamientos forzados, 
ataques armados contra la fuerza pública, secuestros extorsivos y asesinato de líderes socia-
les. Estos crímenes se configuran en la medida en que causan lesiones a la población civil 
mediante dichos actos de violencia. 
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Ataques indiscriminados a los bienes de carácter civil:                                           
estrategia de guerra de los ecosistemas criminales 
El artículo 52.1 del Protocolo I establece que “los bienes de carácter civil no serán objeto 
de ataques ni de represalias” (CICR, 1977a). Sin embargo, no existe una disposición 
que lo prohíba en el CANI. No obstante, el TPIY ha señalado la importancia de pro-
teger objetos civiles tanto en conflictos armados internacionales como en CANI y, en 
consecuencia, ha determinado la prohibición absoluta de ataques contra dichos objetos 
(Werle, 2005). En suma, la norma que, por ejemplo, prohíbe atacar lugares de culto, que 
se considera consuetudinaria para conflictos internacionales, ahora también se considera 
así para los CANI.

De igual manera, en cuanto a los bienes civiles en relación con el uso de la fuerza, 
se afirma que son “aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utiliza-
ción contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, cap-
tura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida” 
(Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, p. 34). La palabra “definida” sugiere que la ventaja 
debe ser concreta y perceptible, y no hipotética o especulativa (Melzer, 2019, p. 101). 

La obligación establecida no puede dejar de cumplirse y no establece excepción, por 
lo cual la prohibición no se exceptúa en caso de necesidad militar imperiosa y mientras no 
exista otra alternativa prácticamente posible para obtener una ventaja militar equivalente. 
Solo puede invocarse una derogación fundada en una necesidad militar imperiosa cuando 
el bien, por su función, haya sido transformado en un objetivo militar (Henckaerts & 
Doswald-Beck, 2007, p. 144). En consecuencia, casi nunca puede invocarse la necesidad 
militar para justificar un ataque a los bienes de naturaleza civil, ya que por regla general 
existen otras alternativas para eludir dichos bienes (Valencia, 2013, p. 472).

Uso de la fuerza en otras situaciones de violencia 
En general, en muchos Estados se comprende que los cuerpos policiales son los compe-
tentes y encargados del manejo de situaciones internas, disturbios, manifestaciones y pro-
testas; sin embargo, no existe una prohibición para que las fuerzas militares lleven a cabo 
este tipo de tareas. Aunque actualmente hay múltiples situaciones que involucran más a la 
policía en operaciones de control del orden público, no solo en áreas rurales, sino también 
urbanas, integrándose a acciones operacionales bajo los preceptos del DIH y los derechos 
humanos, lo mismo sucede con las Fuerzas Armadas.

En Colombia, en principio, la Policía Nacional no es la única institución con com-
petencias para mantener el orden público en contextos de protesta social, manifestaciones 
y disturbios, razón por la cual las Fuerzas Armadas pueden apoyar esta labor por medio 
de la “asistencia militar”. Notoriamente, esta figura se encuentra consagrada de forma 
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muy reciente en el ordenamiento jurídico, fundamentada en el artículo 170 del Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana (Ley 1801, 2016), el cual estipula que 
es un mecanismo de naturaleza temporal y excepcional ante “graves alteraciones de la 
seguridad y la convivencia o para afrontar calamidades públicas”.

Es importante precisar que, en situaciones de conflicto armado, los militares están 
sujetos a la normativa del DIH, pero cuando estas fuerzas son llamadas a apoyar a la 
Policía Nacional en el restablecimiento del orden en medio de protestas sociales desbor-
dadas, no se aplica este ordenamiento jurídico, sino que recae sobre el servidor público la 
obligación de cumplir los preceptos y estándares de los derechos humanos, como bien lo 
señala el Manual de Derecho Operacional 3-41 (Mindefensa, 2015). 

Necesidad y proporcionalidad, principios claves                                                             
en otras situaciones de violencia 
En un escenario de aplicación del DIH, las partes en conflicto tienen como objetivo de-
bilitar a las fuerzas militares del enemigo, para lo cual usan la fuerza letal contra objetivos 
militares como primer recurso, en concordancia con los métodos y medios autorizados 
por las normas del DIH. En cambio, frente a la necesidad de mantener o restablecer el 
orden público, el uso de la fuerza letal puede emplearse única y exclusivamente como 
último recurso. De ahí que existan dos principios similares tanto en el DIH como en los 
derechos humanos, como es el caso de la necesidad y la proporcionalidad.

El principio de necesidad militar en conflictos armados está relacionado con que 
toda actividad de combate debe justificarse y, por lo tanto, están prohibidas las acciones 
que no sean necesarias. Es posible realizar un ataque directo mientras este represente una 
ventaja militar directa, prevista y concreta. Por el contrario, en situaciones de manteni-
miento y restablecimiento del orden público, el principio de necesidad se entiende como 
la utilización de los medios no violentos antes de hacer uso directo de la fuerza y de las 
armas de fuego. Estos mecanismos solo podrán utilizarse cuando las primeras medidas 
resulten ineficaces o no garanticen el logro del resultado previsto.

Entretanto, el principio de proporcionalidad en el marco del DIH equilibra la ven-
taja militar que se quiere lograr con un ataque a los daños que este ataque puede ocasionar 
contra la población civil. En una situación de mantenimiento o restablecimiento del or-
den público, este principio demanda nivelar el riesgo o daño que puede causar una per-
sona a terceros frente a la manera de neutralizarlos, especialmente cuando el derecho a la 
vida siempre puede verse afectado. Al respecto, la Corte Constitucional (Sentencia T-228, 
1994) ha señalado que los derechos constitucionales fundamentales no son absolutos; 
encuentran límites y restricciones en los derechos de los demás, en la prevalencia del inte-
rés general, en la primacía del orden jurídico y en los factores de seguridad, moralidad y 
salubridad públicos, que no pueden sacrificarse en aras de un ejercicio arbitrario o abusivo 
de las prerrogativas individuales.
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Por tanto, en el caso del DIH, se produce una ponderación entre la ventaja militar 
y los daños incidentales, mientras en el segundo caso, es decir, los derechos humanos, se 
trata de poner como máximo estándar el derecho a la vida, de ahí que siempre se pretenda 
evitar un daño inminente o de mayor gravedad. Como consecuencia, el nivel de fuerza 
autorizado bajo el paradigma del DIH es mucho más letal y en derechos humanos es más 
restringido.

Estándares de uso en otras situaciones de violencia 
Los Convenios de Ginebra y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) 
no establecen un catálogo de circunstancias en que una muerte producto del uso de la 
fuerza pueda considerarse justificada por ser absolutamente necesaria en las circunstancias 
del caso. De ahí que resulte indispensable para los Estados vigilar a sus cuerpos de seguri-
dad, quienes tienen la potestad del uso de la fuerza legítima: 

 […] los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear un marco normativo 
adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema 
de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y dar reparación por la privación de la 
vida por parte de agentes estatales o particulares; y salvaguardar el derecho a que no se 
impida el acceso a las condiciones que garanticen una existencia digna. (Corte IDH, 
2015, párr. 260). 

Disyuntiva de la fuerza vinculante del artículo 3 común                        
sobre los ecosistemas criminales 
Los grupos armados no estatales no son “altas partes contratantes” de los Convenios de 
Ginebra. En 1949, los Estados decidieron que las entidades no estatales no podrían ser 
parte de los Convenios de Ginebra. Sin embargo, hoy se acepta que el artículo 3 común 
es vinculante para los grupos armados no estatales, como derecho convencional y como 
derecho consuetudinario (Murray, 2015).

El mecanismo exacto por el cual el artículo 3 común se vuelve vinculante para un 
actor que no sea una alta parte contratante en los Convenios de Ginebra es objeto de 
debate. No obstante, existen algunas explicaciones que tratan de dar respuesta a este plan-
teamiento:

que una entidad que dice representar a un Estado o a partes de este, en particular ejer-
ciendo la soberanía efectiva sobre él, forma parte de las obligaciones internacionales de 
ese Estado; que luego de la ratificación de los Convenios de Ginebra por un Estado, el 
artículo 3 común pasa a ser parte del derecho nacional y, por lo tanto, vincula a todos 
los particulares bajo jurisdicción de ese Estado, incluidos los miembros de un grupo 
armado no estatal; que el artículo 3 común y otros tratados de derecho humanitario 
destinados a vincular a partes no estatales en conflictos armados no internacionales son 
disposiciones convencionales internacionales que lícitamente crean obligaciones para 
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terceras Partes, del mismo modo que los tratados pueden, en ciertas circunstancias, 
crear obligaciones para los Estados que no sean Partes en ellos; que cuando un Estado 
ratifica un tratado, lo hace en nombre de todos los particulares bajo su jurisdicción, los 
que por consiguiente son los destinatarios de los derechos y las obligaciones directos 
que impone el derecho internacional; que deriva de la naturaleza fundamental de las 
normas [artículo 3 común] y de su reconocimiento por toda la comunidad internacio-
nal como el mínimo absoluto necesario para salvaguardar los intereses humanitarios 
vitales. (CICR, 2019)

Esto se explica porque los grupos armados no estatales también pueden consentir en 
estar obligados por el artículo 3 común, por ejemplo, mediante la emisión de una declara-
ción unilateral o un acuerdo especial entre las partes en un conflicto armado (Nussberger 
& Henderson, 2019).

Conclusiones
Lo planteado en este artículo implica reconocer, la securitización de la seguridad pública, 
especialmente en clave del DIH y los derechos humanos, pues los estándares actuales de 
uso de la fuerza como recurso de necesidad militar en los contextos urbanos no se encuen-
tran regulados más allá de la connotación del CANI dispuesta en el artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra. Por ese motivo, los servicios de seguridad encuentran limitación y 
garantías jurídicas en el marco de otras situaciones de violencia, lo que evidentemente los 
circunscribe a la normativa de la ONU (1979; 1990).

El riesgo de ganar la batalla solo para perder la guerra es significativamente más 
alto en un conflicto urbano, lo que, por consiguiente, afecta la seguridad y defensa de los 
Estados. Parafraseando a Álvarez (2017, p. 26) ello se debe a que el problema de la lucha 
urbana en la actualidad se agudiza si se incluye una megaciudad, un entorno urbano com-
plejo más grande y con poblaciones que superan incluso los diez millones de personas, 
donde existen intereses políticos locales, regionales e incluso internacionales, además del 
desafío económico y social que representa el hecho de que las megaciudades son territorios 
estratégicamente vitales, interconectados a los centros de gravedad nacionales e incluso 
internacionales.

Por ello, los ecosistemas criminales urbanos tienen un mayor interés actualmente, 
pues representan para el Estado una amplia y difícil caracterización en el marco de los con-
flictos actuales. El caso del Estado colombiano no es la excepción, pues el reconocimiento 
del CANI permite actualmente a los cuerpos de seguridad actuar bajo las reglas de enfren-
tamiento para el combate terrestre, junto con las reglas de uso de la fuerza, especialmente 
bajo estándares del DIH.

Cabe recordar que, en Colombia, estas directrices, como objetivos estratégicos, han 
permitido contar con fórmulas claras para emitir en la actualidad órdenes concretas res-
pecto al uso legítimo, gradual, escalonado y proporcionado de la fuerza, estándares míni-
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mos que deben aplicarse en el desarrollo de las operaciones militares, en particular para 
confrontar los GAO, GDO y DOT presentes en el territorio nacional.

Dichas reglas claramente constituyen el pilar esencial para desarrollar operaciones 
en el contexto actual de la amenaza híbrida en Colombia, ya que la amenaza irregular de 
la guerra no convencional mutó. En consecuencia, es imperativo reconocer el adversario 
en el ámbito del CANI como aquel que participa directamente en las hostilidades, con 
el fin de garantizar que los actuales estándares de uso de la fuerza permitan responder a 
los escenarios urbanos, donde la fuerza pública enfrenta amenazas y riesgos de naturaleza 
divergente. 

Así las cosas, si bien el uso de la fuerza en el marco del DIH puede ser el primer 
recurso por la ventaja militar, se debe circunscribir a la actividad militar y bélica, pues 
las exigencias del DIH se rigen por el respeto absoluto al principio de proporcionalidad, 
distinción, no reciprocidad y limitación. Por ello, la necesidad militar prohíbe causar su-
frimientos, heridas o destrucción que no sean necesarios para el logro de fines militares 
legítimos. Esta prohibición recae sobre quienes participan directamente en las hostilidades 
bajo la idea de no reciprocidad.

Finalmente, a partir de lo planteado en el artículo, aunque el artículo 3 común no 
es idóneo para determinar la licitud de la conducción de las hostilidades en escenarios 
urbanos y en otras situaciones de violencia, es claro que estas acciones también se rigen 
por las normas específicas del derecho humanitario. En todo caso, es evidente que quienes 
participan directamente en las hostilidades, hoy por hoy, están en una zona gris respecto 
a las garantías jurídico-operacionales. De ahí que el marco jurídico que se circunscribe 
al CANI según el Protocolo II de los Convenios de Ginebra y el derecho internacional 
consuetudinario sea por ahora el mejor estándar para proteger a la población civil en zo-
nas densamente pobladas, atendiendo a la convergencia de los principios de necesidad y 
proporcionalidad.

En definitiva, la respuesta que en principio pareciese ser jurídica y normativa no 
es consecuente con la realidad de los CANI, pues no existe un precepto mundial para 
dicha regulación. Por ello, el problema debe ser direccionado desde la estrategia política 
de seguridad y defensa, con el fin de evitar consecuencias negativas para los derechos hu-
manos y el uso de la fuerza por los cuerpos de seguridad. Basta enunciar ejemplos como 
la batalla de Stalingrado y Aachen durante la Segunda Guerra Mundial, Hue durante 
Vietnam, Grozny en 1994-1995 y otra vez en 1999-2000, Faluya en 2004 o Sadr en 
2008, escenarios en áreas urbanas o zonas densamente pobladas o megaciudades, donde 
quienes participaban directamente en las hostilidades actuaron sin marco normativo y sin 
ninguna sanción, lo que dejó como resultado enormes daños. Por el contrario, las opera-
ciones de combate urbano debidamente planeadas pueden crear situaciones en las que los 
resultados tácticos tengan implicaciones estratégicas respetando los principios del DIH y 
los derechos humanos.
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